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Señoras y señores Representantes:
 
                               Vuestra Comisión de
Constitución, Códigos, Legislación General y Admini stración
aconseja al Cuerpo aprobar el proyecto de ley por e l que se
declara de interés general la participación equitat iva de
personas de ambos sexos en la integración de los ór ganos
electivos nacionales y departamentales y en los órg anos de
Dirección de los partidos políticos, y se establece n
mecanismos que lo garanticen en forma progresiva, d el tipo
de las llamadas “cuotas” para promover la participa ción
política de las mujeres.

Aprobándose el mismo, se
dispone por Ley que se deberán incluir, en las list as,
personas de ambos sexos en cada terna de candidatos  para
las elecciones internas de las autoridades partidar ias en
2009, y para las elecciones nacionales y departamen tales en
2014 y 2015 de los integrantes de las Cámaras de Di putados
y Senadores, las Juntas Departamentales, Juntas Ele ctorales
Autónomas Electivas y Juntas Electorales.

Más allá del carácter
progresivo y parcial de su implementación, producto  de las
realidades políticas existentes, la incorporación e n
Uruguay de esta normativa, supone un paso fundament al en la
lucha por la equidad de género que mejorará la cali dad de
nuestra democracia, al garantizar en la práctica la
promoción de la igualdad de oportunidades entre hom bres y
mujeres, en una cuestión tan importante y tan simbó lica
como es la representación política y el acceso a lu gares de
poder.

Equidad de Género

Como han sostenido
reiteradamente las mujeres políticas y el movimient o social
por la equidad de género, la postergación del acces o de las
mujeres a los ámbitos de decisión constituye el res ultado
de una discriminación inaceptable. En nuestro país existe
un abismo entre la igualdad formal y la igualdad re al en el
acceso a la representación política de hombres y mu jeres.



Las variables
económicas, educativas o laborales no explican este
resultado en el Uruguay contemporáneo. Es preciso h urgar
en cuestiones más profundas y estructurales -cultur ales y
sociales- para comprender los orígenes, la naturale za y la
pervivencia de una discriminación tal.

El sistema electoral y
de partidos refuerza y consolida una discriminación  que se
origina en otros niveles de la vida social. Este tr asfondo
histórico y social es tan fuerte, tan obvio, materi al y
objetivo, que se hizo invisible: como es parte del paisaje
se lo mira todos los días pero nadie lo percibe, y por
consiguiente todo el mundo lo niega.

Paradojalmente esto
sucede en un país con un fuerte predominio del disc urso
liberal e igualitario. Estamos frente a una contrad icción
entre el discurso y la práctica, en cuanto a la
participación de las mujeres, o ante un doble discu rso
insostenible. Nos alejamos de lo que decimos creer y no
adoptamos mecanismos para revertir la realidad.

Las mujeres en el
Uruguay fueron de las primeras en el mundo en obten er la
ley de divorcio, los derechos civiles y el derecho al voto.
Pero esto ya es historia; en vez de avanzar hemos
retrocedido. Hoy ocupamos el lugar 65 a nivel mundi al en
cuanto a la proporción de mujeres parlamentarias. S i se
mantiene el ritmo de crecimiento de la participació n
femenina en los ámbitos legislativos, sin mediar
correctivos, la paridad entre hombres y mujeres se
alcanzaría en el entorno del año 2070.

Se necesitan, por
consiguiente, estrategias removedoras y dinamizador as de
una realidad adormecida, para superar el déficit
democrático que padecemos y estimular el cambio cua litativo
y cuantitativo que debe darle a nuestro sistema dem ocrático
una mayor calidad, profundidad y legitimidad. Ante una
realidad que no cambia por sí sola y refleja la inj usta
postergación de la mujer se hace imprescindible uti lizar un
mecanismo que posibilite una estrategia compensator ia,
inductora del cambio necesario. Las estrategias fun dadas en
una discriminación positiva a término han dado buen os
resultados en otros países, y de ninguna manera pue den ser
tildadas de corporativistas, ya que las mujeres no
constituyen un grupo de interés, ni un sector o com unidad
de intereses.

El proyecto de ley en
consideración es una herramienta limitada, ya que a fecta



únicamente a los ámbitos legislativos, y dadas las
características de nuestro sistema electoral los re sultados
no serán demasiado notorios ya que solamente se apl ica a
las candidaturas y no a los resultados, y dado adem ás, que
en esta formulación transaccional, la aplicación a las
candidaturas también resulta parcial y progresiva, en tanto
ella regirá para las elecciones internas en 2009, p ara las
nacionales en 2014 y en las municipales de 2015. No
obstante, a la espera de una legislación integral s obre el
tema, luego del análisis profundo de esta experienc ia que
el propio artículo 5º del proyecto compromete, cons ideramos
su aprobación como un disparador, un facilitador de  un
cambio cultural, y una apuesta a que en el mediano plazo se
produzcan resultados similares sin necesidad de la vigencia
de norma alguna.

Mucho se ha debatido y
escrito sobre las acciones afirmativas y la polític a de
cuotas, correspondiendo en gran medida a las mujere s la
defensa de una cuestión que atañe al conjunto de la
sociedad y que debe ser preocupación de la totalida d del
sistema político. Creemos que el posicionamiento po lítico
sobre el proyecto y la consiguiente votación debe o bedecer
a un análisis profundo, desprovisto de cualquier en foque
superficial o supeditado a alineamientos mecánicos sobre
determinadas posturas feministas. A ese debate conc eptual
pretende contribuir el desarrollo de nuestros funda mentos.

Desigualdad y marginación del poder

El proyecto de ley, que
en rigor establece que las listas deberán incluir p ersonas
de ambos sexos en cada terna de candidatos, garanti zando en
los hechos la presencia de un tercio de mujeres com o mínimo
en dichas listas, ataca un hecho incontrastable de nuestro
sistema político, que es la desigual representación  y
presencia de las mujeres en los ámbitos de decisión  y poder
político. Una presencia que no se condice con los n iveles
de participación de la mujer en otros espacios de l a
sociedad uruguaya como el trabajo y la educación, p or no
insistir en el peso de su presencia en otros ámbito s como
la familia. Los datos son contundentes. Las mujeres son un
52% de la población del país, el 42% de la població n
económicamente activa. A pesar de ello, esas cifras
contrastan con su presencia en los espacios de deci sión,
que es muchas veces menor. En el Poder Legislativo las
mujeres parlamentarias son el 10,8 % .  Cuanto mayor es el



nivel de decisión menor es la presencia femenina en  la
estructura de poder, que se va diluyendo progresiva mente de
la base a la cima como un nítido degradé .

Política y "cárceles de larga duración"

El tema de la
desigualdad en la representación política de las mu jeres y
su presencia en lugares de decisión, es parte de un
problema social más amplio que es la desigualdad y la
discriminación que las afecta en nuestra sociedad. Ello se
expresa en el menor acceso a espacios de poder en l o
público y lo privado, en el Estado y a nivel empres arial,
en  menores niveles salariales que el de los hombre s que
realizan similares tareas, en la división social de l
trabajo, en las formas de relacionamiento familiar y sexual
-planteadas muchas veces como relaciones de dominac ión-, y
en los conceptos culturalmente aceptados sobre qué debe
esperarse de un hombre y qué de una mujer, determin ando
preconceptos sobre los lugares de cada género en la
sociedad, limitando oportunidades, coartando libert ades,
generando prejuicios y discriminación.

En este sentido los
especialistas han hecho bien en establecer que la c uestión
de género no es una cuestión meramente biológica qu e
distingue al hombre y a la mujer en tanto macho y h embra de
una especie; la relación que se establece entre los  géneros
es una construcción social y cultural. Por ello las
relaciones de género son también relaciones sociale s de
poder y en ellas se establecen sistemas de dominaci ón. Este
no es un "tema de mujeres" sino un tema de la socie dad
toda. Afecta las relaciones entre las personas, hom bres y
mujeres, y por tanto al conjunto.

La poca presencia de
mujeres en la conducción política, evidencia la des igualdad
de posibilidades de llegar a esos lugares por razon es
propias del sistema político, pero también como
consecuencia de cuestiones sociales, económicas y
culturales que evidencian diferencias en los puntos  de
partida y en los obstáculos que deben sortear hombr es y
mujeres para llegar allí. Estas desigualdades no se
corrigen automáticamente, ni con discursos, ni con
declaración de intenciones, porque responden a fenó menos y
conceptos fuertemente arraigados, cuya transformaci ón puede
demorar años o no llegar.



Fernand Broudel nos
hablaba de esas "cárceles de larga duración" que so n las
estructuras culturales que perviven muchas veces a los
cambios en las estructuras económicas y sociales. A tavismos
socioculturales como el machismo, el racismo y el
individualismo, atentan contra la solidaridad socia l;
intentan condenarnos a la mediocridad pero nos conv ocan a
replantear las batallas por la libertad y por el de sarrollo
humano a nivel material y subjetivo.

La corrección de la
desigualdad en la representación y participación po lítica
de las mujeres, tiene un efecto sobre el conjunto d e
desigualdades sociales que las afectan. Encararlo e s una
forma de atacar la discriminación y el machismo que
impregna nuestra sociedad, porque proyecta una imag en
distinta sobre sus roles, sus valores, sus competen cias y
sus posibilidades.  Derriba el concepto tradicional  -que de
un modo u otro todos tenemos internalizado-, de que  el rol
fundamental de la mujer se vincula con el hogar y q ue tiene
menos capacidades para realizar otras tareas a las que
efectivamente se ha ido incorporando como fruto del
desarrollo económico y social.

Cambiar la presencia de
la mujer en la política instala una imagen y un ple ito
igualitarista que se proyecta en mayor o menor medi da al
conjunto de la población porque opera desde un luga r
privilegiado en nuestra sociedad. La política en Ur uguay
todavía tiene el poder de generar referencias, mode los y
señales simbólicas, buenas o malas, pero fuertes. P ara los
uruguayos lo público ocupa un lugar central; la pol ítica y
los partidos como administradores de ese poder públ ico
también. El sistema político es en definitiva, un e spejo en
el que la sociedad todavía se mira, que conserva y debe
conservar capacidad de transmitirle "algo" al colec tivo.
Esta es una idea que viene de muy atrás en nuestra
conformación como nación, y que Artigas expresó en una de
las tantas cartas enviadas a Montevideo desde
Purificación:"Los primeros en la representación de la
confianza de un pueblo deben ser los ejemplares don de
aprendan las virtudes los demás ciudadanos".

Las mujeres han avanzado
en muchos campos, pero no han podido penetrar igual  en el
lugar mismo en el que la sociedad visualiza el pode r. El
Parlamento - más allá de su peso real- es particula rmente
visible y simbólico en ese sentido. Ningún otro ámb ito ha
resistido tanto la incorporación de las mujeres com o el
poder político, y es desde allí desde donde hay que  dar
señales claras. Sabemos que “el poder” no reside



exclusivamente en el ámbito político, pero no debem os
subestimar su peso simbólico en la Democracia, ¿qué  mejor
que utilizarlo para reflejar la igualdad de posibil idades
entre hombres y mujeres? Para ello ambos tienen que  estar
presentes y ser vistos por los demás.

El Parlamento en su
trabajo habitual ejerce importantes funciones de co ntralor,
legislación y representación, regula actividades de  la
sociedad, canaliza inquietudes y debate sobre deman das
sociales y económicas del momento, lo que resulta
fundamental. Debe también intervenir en la sociedad  para
transformarla, marcando rumbos que tiendan a mejora r la
calidad de vida y la convivencia de las personas, h aciendo
apuestas de largo aliento y asumiendo la vanguardia  del
progreso social. El proyecto de ley que plantea aum entar la
participación de las mujeres en el poder político, a
consideración de la Cámara de Diputados, tiene esa
dimensión y ofrece una oportunidad que no se deberí a
desechar.

Un camino a recorrer:
de la igualdad formal a la igualdad real

Si asumimos esas
realidades y desigualdades, debemos trabajar para a vanzar
de la igualdad formal - instaurada en el Uruguay en  forma
temprana distinguiendo al país en el siglo pasado -  a una
igualdad real que signifique un reencuentro con esa
tradición y su proyección a futuro.

La igualdad ante la ley
debe ser también igualdad ante las oportunidades de  la
vida, y la igualdad de oportunidades debe garantiza rse con
acciones concretas que eliminen los obstáculos para  el goce
efectivo de la igualdad y la libertad. De lo contra rio los
derechos, en los hechos, solo son efectivos para al gunos.

Aplicar respuestas
iguales a situaciones diferentes solo mantiene o pr ofundiza
las desigualdades. Nuestra sociedad es imperfecta, y muchos
compatriotas aún deben enfrentar mayores obstáculos  para
desarrollarse o vivir con dignidad. Las políticas p úblicas
deben enfrentar estas situaciones con mecanismos
afirmativos que promuevan la igualdad de oportunida des y
ataquen las  inequidades con sustento social o cult ural
hasta que estas desaparezcan o sean irrelevantes. D e ese
modo todas y todos podrán establecer sus proyectos y
realizaciones de acuerdo a sus talentos y virtudes



individuales, de acuerdo a las normas que establece n que
“todos somos iguales ante la Ley”, cuya aprobación ha
significado un avance sustancial pero insuficiente para
transformar el precepto en realidad para el conjunt o de la
población.

La idea ultra liberal de
que los individuos deben ganarse por sus propios mé ritos su
lugar en la sociedad, desconoce el hecho de que no todas
las personas tienen las mismas posibilidades económ icas,
sociales y culturales, y que por tanto existen dife rentes
puntos de partida así como distintos niveles de dif icultad
para el acceso a determinados bienes o lugares. En
consecuencia, no se puede afirmar que las mujeres r eciben
un trato desigual, y a la vez que ellas deben ganar se su
lugar "compitiendo" con los hombres en plano de igu aldad.
De igual modo no puede sostenerse que un indigente tiene
las mismas posibilidades que un trabajador medio, o  que un
asalariado accede a la misma estructura de oportuni dades
que quien posee el respaldo de un capital.

Establecer una cuota
mínima que obligue a aumentar la participación de l as
mujeres es una de esas medidas necesarias para igua lar los
puntos de partida que hagan efectiva la aplicación del
principio de la igualdad, en este caso entre hombre s y
mujeres. No es el ideal y no debe ser permanente, s ino
concebida como una medida compensatoria transitoria  que se
aplique en forma correctiva por un período limitado  en el
tiempo,  pero es necesario adoptarla. La experienci a
internacional muestra que la cuotificación es un me canismo
eficaz.

Más Democracia

Un último argumento pero
no menos importante a favor de un proyecto integral  de
cuota de género que promueva la participación polít ica de
la mujer, es que de consagrarse, fortalecerá la dem ocracia,
el ejercicio de la ciudadanía y a la política en ge neral
por las siguientes razones.

Una ley de cuotas mejora
y amplía la posibilidad del ejercicio de derechos a  una
parte importante de la población. Acerca más la pol ítica a
la población al mejorar la representación e inclusi ón de
temas y problemas "no tradicionales" que importan a  un gran
número de uruguayos. Por ello, enriquece la agenda y aporta



otras miradas. Por citar tan solo dos ejemplos noto rios,
digamos que la atención a la violencia doméstica y a los
derechos reproductivos, no hubiera sido posible sin  la
presencia de mujeres y su acción concertada en el
Parlamento. Mejora también la forma en que se gobie rna, la
participación en el gobierno y en el poder, contrib uyendo a
mejorar la calidad de la democracia.

La democracia y la
consagración de derechos son una construcción de lo s seres
humanos a lo largo de la historia. Por ello, el con cepto de
democracia se ha ido enriqueciendo. La conquista de l voto
censitario que otorgó el derecho al sufragio a algu nos
ciudadanos, supuso la superación de la concentració n total
del poder soberano en manos de monarcas y nobles. F ue
superado por el voto universal masculino, que exten dió este
derecho a todos los hombres y no solo a los de dete rminada
condición social. El sufragio universal por fin, co nsagró
el voto de la mujer y así de todos los ciudadanos, como
corolario de un proceso largo de conquistas.

Mejorar la democracia
supone entre otras cosas pasar de la ampliación del  derecho
a elegir a una ampliación cabal del derecho a ser
elegibles, a ser gobernantes, representados y
representantes, y a estar presentes en los espacios  de
poder. Se trata pues de continuar ampliando el ejer cicio de
derechos y de profundizar la Democracia, concibiend o esto
como proyecto político, pero también como un proyec to
humano que persigue mejorar la convivencia entre la s
personas.

A estos desafíos
responde el proyecto de Ley que tenemos el gusto de
informar, recomendando su pronta aprobación.

Diputado Edgardo Ortuño


